
Sala Tercera.Cont. Administrativa.
Dernanda Cont.Adva. de plena jr-rrisdicción.
Destitución de funcionario púrblico. Funcionario
que carece del beneficio de inamobilidad. Inexisten-
cia de una carrera administrativa. Destitución
de carácter discrecional y no de carácter reglado.
Potestad discrecional del Minj-stro. r-egalidad del
acto inpugnado.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
PATüAI,IA, \IEI}üIIUNO (2LI DE
(1_991) .

VISTOS:

SAIA TERCERA. (CO}ü'IEXICIOSO ADMINISTRATIVA) .
OCTUBRE DE MIL NO\ECIE}ITOS NO\MD{TA Y UNO.

EI Icdo. Rolando Mejía ha pronxrvido, por internredio de su
a¡rcderado judicial especial, eI lcdo. Jerry vüilson Navarro, proceso
contencioso administrativo de plena jurisdicci-ón contra el Ministerio
de Desarrollo Agropecr-lario. En la dernanda respectiva se formul-a preten-
sión consistente en una petición dirigida a la Sala Tercera de la Corte
Suprerna de Justicía para que ésta declare gue es nulo eI Decreto No.30
de 6 de febrero de l-990, nediante el cual et Ministro de Desarrollo
Agropecuario destituyó al demandante de la posición q¡ue ocupaba en
1a entidad demandada yt además, que ésta sea condenada a reintegrar
al dernandante a su cargo origJnal y al pago de los salarios que dejó
de percibir desde el nx¡mento del despido hasta la fecha de su restitución.

EI Procurador de la AdminisLración contestó la ,Cernanda mediante
Ia Vista No.l-76 de 25 de abril de L99L. Este funcionario se opone a
las pretensiones de la parte denrandante por considerar que las mismas
carecen de fundamento r €I1 vista de gue la destitución del dernandante
se ajusta a derecho.

El Ministro de Desarrollo Agro¡:ecuario rj-:rdió infornre explica-
tivo de conducta nrediante la nota No.MN-1330-90 de i-0 de julio de l-990.
En dicha nota el mencionado funcionario expone algr:nas ideas y hechos
que se reproducen a continuacíón:

"Que en su desenpeño corno Director Naciorr,al de
Reforma Agraria a cargo de Ia administración de
Las tierras de la nación, fue su responsabilidad
fiscalizar que los bienes de propiedad der Estado
se otorgasen siguiendo los lineamientos dei código
Agrario, que establece un procedimiento específico
para otorgar tÍtulos de propiedadi es fr.lndamental
que las adjudicaciones se realicen con er criterio
de la fr-:nción. social que Ia tierra debe cumplir
y que dichos bienes del EsLado no sean objeto de
especulaciones, situaciones éstas que en muchos
casos se dieron, producto de sus actuaciones poríticas
parcializadas para beneficiar a representantes
del régifien anterior.

Tornando en cuenta el vÍnculo polÍtico, personal
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e incondicional que tenía el lcdo" Ivlejía para conel re{'imen anterior y en atencj-ón a las nredidasa seguir solore el personal que laboraba en el sector
púrblico establecido por el actr:al Gobierno de Recons-
trucción Naci-onal en el Decret¡ rle Gabinete No,l_
de 26 de diciembre de 1989, qlre estatuye la estak¡-il-i-
dad y organizaci6n de las de¡:endencias Estatales,
este Ministerio consideró n"ecesaria la Cestitucién
del l"cdo. Rolando Me¡Ía atenCiendo a las consirlera-
ciones mrt=s e>rpuestas-, r'

r,a Sala pasa a examinar Las infracciones c¡ue la parbe dernandan-te imputa al acto administrativo cuya rleclaxatoria de nu1idad dernanda"

EI apoderarco judic-ial especial del demandante sostiene gueeI acto por é1 impugnado ha infrinqido ios artículos l-o. y 2t). CelDecreto de Gabinete No.l de 26 de diciembre de f990 y el artÍcu1o 32de la Constitución Nacional 
"

En cuanto al artÍculo 32 de la Cor:stitución política, nermaque consagra la garantía constitucional del debido proceso legal r €sconveniente recordar qlue, corllo regla general, en el control de legalidadde los actos administrativos la Sala no debe entrar a examinai. proh,Iemasde constitucionalidad que presenten dichos actos. Sólo excepciónaLnentepuede la Sala considerar norrnas constitucionales u otros elernentosdel denominado blogue de constitucíonalidad a f in de darl-e a la. leyuna interpretación que sea conforrne con la Constrtuci6n o nien prrtno aplicar una disposición de jerarguía inferior, de conformidad conel artículo L2 del Código CiviL. n:I este caso no se da ningurr,a de estasdos hipótesis exce¡rcionales por 1o que l-a Sala no entra a exarninarla mencionada infracci_ón.

En cuanto a las dos restantes infracciones, concernientesa los art'ículos l-o. y 2a. del Decreto de GabineLe No"l- de 26 de dj-ciembrede l-989, la Sala debe dejar sentado, ante todo, q[ue e]- denn¡dante noera un furrcionario público con el beneficio de inarnovil-idad ya qf.te,al rnomento de su destitución, no existÍa una carrex-a administrativaque le brindara ese beneficio. Por esta raz6n, Ia potestad del Ministeriode Desarrollo Agropecuario de destituir al dernandante era de carácterdiscrecional y no de carácter reglado" la. discrecionaj.i.d.ad es "ese-ncial-mente una l-ibertad de elecci6n entre aLtelnativas igualmente justas
o si se prefiere, entre inCiferentes jurÍdi.cos, porgue la decisi6nse fundamente en criterios ex"trajurídiccs (de oporiuotibad, econ6rnlco,
etc) r rlo incluídos en la l"ey y remitidos al 3licio subjetivo de laAdministración" (Eduardo García de EnterrÍa y Tomás Raff6; F,ernández,
C=Yr?9 de .F5eg!ro Agministrativo, volumen r" 5a-" edición L9Bg, EditorialCrvrtas, Madrid, pá9. 456) "

Si se trata r" entonces , de una potestad discrecional de IaAdministración trúrblica y el demandante no era un sen¡1dcr púhli-co guegozaba del beneficio de j-na¡rx¡vilidad o de estabilidad en sL1 empi-e.o,la Sala debe concl-uir que sólo podrÍa anularse e1 acto aclministralivo,
mediante el cual s-e desti-tuyó al demanCa¡rte, si. el misrno fue expedidocon abuso o desviacj-ón de poder " En este caso no se obser¡¡a gue elMinistro de Desarrollo Agropecuario actué nx¡tivado por fines distintosa los del interés püblico, no se percibe que e] mencionado funcionariohaya actr:ado guiado por un interés egoÍsla o estrictan¡en1:e personal.Por ello, aún si no existe una prueba fehaciente,ce c{ue el de.nrandante
forrnó parte de los grupos denominados batall-ones de la dlgnidacl o coDEpA-DI' lo cierto es que la potestad de la Administración pública para
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destituirlo, clctnc q¡eda dictro, era discrecior¡al, rD había que i¡n¡waruna justa causa para destituír a1 ,Cenrandante y éste, IDr rp ser t¡n
sen¡idor público anparado por la inanrovilidad que le otorgara la carreraadmj¡istrativar flo tiene derecho a ser reintegrado a Áu ¡nsición ni
tanpoco al pago de los salarios que solicita. Er1 relación con estas
dos prestaciones (reintegro y pago de salarios después de la destitución)ha dicho la Sala en diversas ocasiones que deben estar expresamenteprevistas en la I-ey, tal corllo 1o requiere el artículo 297 de Ia Constitu-
ción Nacional.

No se han producido, pues, las infracciones gue la parte
dernandante le imputa al acto administrativo nrediante el c*át fue désti-
luido, porque el misnro fue expedido en vj,rtud de una potestad discrecior¡al
de1 Ministro de Desarrollo Agropecuario y no se observa que en la expedi-
ción del misrno la Administración niblicá haya obrado con abuso o desvia-
ción de poder.

En consecuencia, la Sala Tercera (Conrencioso Administrativa)de la Corte Suprema, administrando justicia en nombre cle la Repürlclicay por autoridad de la ky, DECI,ARA que no es ilegal el Decreto Nc.30de 6 de febrero de l-990, expedido por el presidente de la RepÍrlclicay el Ministro de Desarrollo Agropecuario y, por ende, NrEGA laé pe¡1-
cj-ones de restitución del lcdo. Rolando l¿ejÍa al cargo gue ocupaba
en el Ministerio de Desarrollo Agropecr.nrio y de pago de salarios desde
su destitución hasta la fecha de reintegro,

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPIASE.

(Fdo.) ARTURO HOYOS.

(Fdo. ) EDGARDO MOLIIüC MOLA. (Fdo. ) CESAR QUINTERO"

(Fdo. ) JAMNA SMALL.
Secretari-a.
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DEMA¡üDA co\TrE[ücroso ADtvlrNrsrRATr\¿A DE PLENA JURrSDrrcroN, r]üTERpuESTA
POR EL IfDO. IVAI{ A" GAI\TES, H{ REPRESE}üTACION DE BYRON E}TIERPRISESINC.' PARA QUn SE DECLARE NULA POR ILEGAL t'A RESOLUCION No.l- DE 4 DE
DTCTEMBRE DE 1-990, DrcrADA PoR r,A DTRTTORA REGTONAL EN pAlrAMA OESTE
DH, MINISTERIO DE CO}4ERCIO E INDUSTRIAS, EL ACTO CONFIRMATOR]g Y PARA
QUE SE HAC'AI{ O{IRAS DECIjARACTONES. (MAGTSTRADO poNm\TTE: ARILñ IroyOS) .

DEIIANDA II\Nn[ISIB[,8. AUIO @I{FIRII\IORTO.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA"
PAMI4A, \ErIüTruNo (2s,¡ DE
(1991-) .

SAIA TERCERA. (CCN]ITENCIOSO ADMINISTRATI\ZA} .
OCTUBRE DE MIL NO\IECIE}üTOS NOVENTA Y UNO
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